Radicación: 66001-31-87-001-2019-00136-01

Accionantes: Julieth Ximena Hurtado Pinilla y otra
Accionados: Portal de Noticias Virtual Pereira en Vivo 

y particulares Wilmer Quiceno y Nelson Arbeláez 

Decisión: Adiciona


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL BUEN NOMBRE Y LA HONRA / CONTRA MEDIOS DE COMUNICACIÓN / REGULACIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL / REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD / SOLICITUD PREVIA DE RECTIFICACIÓN AL ACCIONADO.
… resulta procedente la acción de tutela contra medios de comunicación, periodistas, y en general aquellos particulares frente a quienes el solicitante se encuentre en estado de indefensión, pero ello es viable siempre y cuando el accionado se niegue a corregir la noticia falsa o la información errónea que hayan dado, y con ello se esté afectando el buen nombre y la honra de una persona; sin embargo también se debe tener en cuenta la actividad desplegada por el afectado para solicitar la rectificación de la noticia dañosa. De allí que la Corte Constitucional haya fijado como requisito sine qua non para la procedencia del amparo tutelar una especie de condición de procedibilidad, en cuya virtud, quien acude a su reclamo haya agotado en primer lugar la fase de reclamo o solicitud de rectificación ante la entidad o persona demandada. (…)
… a la luz de la jurisprudencia arriba transcrita se puede concluir que los accionantes sí cumplieron con el requisito inicial para la procedencia de la tutela, pues como se observa a folio 124 de la actuación, presentaron una solicitud de rectificación a la Plataforma Virtual de Pereira en Vivo. 

De igual manera, pudo evidenciar la Sala que le asiste la razón a los accionantes al afirmar que incluso al día de hoy 10 de marzo de 2020, aún se puede verificar la publicación cuestionada en la página de Instagram de Pereira en Vivo, la cual data del 1º de Febrero de 2019…
… para la Sala, el comportamiento asumido por la encartada es violatorio de las garantías de los accionantes, tan solo por el hecho de no escatimar en esfuerzos para demostrar de manera responsable, la veracidad de aquellas publicaciones que tienen el matiz de “denunciar” conductas que generan un impacto o reproche social…
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de los señores JULIETH XIMENA HURTADO PINILLA, NEIL ALEXÁNDER HURTADO PINILLA y MÓNICA MARCELA HURTADO PINILLA, accionantes en el presente asunto, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 26 de diciembre de 2019, con ocasión de la solicitud de amparo promovida por los recurrentes en contra del  PORTAL DE NOTICIAS VIRTUAL PEREIRA EN VIVO y los particulares WILMER QUICENO TRIANA y NELSON ARBELÁEZ. 

ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 

Narraron los accionantes que entre las señoras Lina María Gaviria Grisales y Ángela Ragdira Hurtado Pinilla fue celebrado un contrato de arrendamiento de un bien inmueble ubicado en la Urbanización El Mirador, ubicado en el municipio de Dosquebradas suscrito en el mes de abril del año 2017. En dicho contrato, la señora Julieth Ximena Hurtado Pinilla (accionante) fungió como codeudora. 
El día 1º de febrero de 2018, el señor Nelson Arbeláez, compañero sentimental de la señora Lina María Gaviria Grisales se acercó al aludido inmueble en compañía de dos agentes de Policía y otros dos testigos, grabando un video en el que realizaron sobre ellos unas aseveraciones injuriosas y calumniadoras, como por ejemplo que habían estado viviendo en dicho lugar durante 9 meses de manera gratuita, lo cual no es cierto, empezando porque ninguno de los aquí accionantes ocupó esa vivienda jamás. 
En los días 31 de mayo de 2018, 6 de febrero de 2019 y 30 de abril de 2019, el señor Wilmer Quintero Triana, conocido de Nelson Arbeláez y Lina María Gaviria Grisales, publicó en Facebook unos videos en los que aparecen todos los accionantes, acompañado de comentarios con contenido agresivo, descalificador y amenazante, en los que incluso se les acusa de haber incurrido en varias conductas constitutivas de delito, como hurto y estafa. 

Además, el Portal de Noticias Virtual Pereira En Vivo publicó un estado en igual sentido el día 1º de febrero de 2019. 

Aseguran los accionantes que han procurado que se borren dichos contenidos de las plataformas virtuales como Facebook e Instagram, pero ello no ha sido posible. 
Los incidentes narrados han repercutido de forma negativa en contra de los accionantes, quienes han visto perjudicados aspectos de su vida personal y laboral. 

PRETENSIONES:

A la luz de los hechos narrados en precedencia, los accionantes pidieron el amparo de sus derechos fundamentales a la honra, buen nombre y dignidad humana, y como consecuencia de ello, se les ordene a los accionados que rectifiquen y retiren todas las publicaciones donde se encuentran sus nombres e imágenes. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira admitió la acción mediante auto del 13 de diciembre de 2019, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a los accionados para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.

Dentro del término de traslado se pronunció el señor Nelson Enrique Arbeláez Patiño, quien indicó que el video aludido por los accionantes se realizó en presencia de dos agentes de la Policía, ya que las accionantes en el curso de un proceso judicial se negaban a firmar, recibir notificaciones y son agresivas. Sin embargo, manifestó que no sabía quién difundió el video en redes sociales. Argumentó además que esta acción de tutela no cumple los presupuestos necesarios para su procedibilidad y alegó que él carece de legitimación por pasiva. 
Previo al proferimiento de la sentencia se suscribió una constancia secretarial en la que el Asistente Jurídico del Despacho de conocimiento asegura que no encontró la publicación mencionada por los accionantes en la página del Portal Web Pereira en Vivo.  

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primera instancia resolvió mediante sentencia del 26 de diciembre de 2019 tutelar los derechos fundamentales invocados por los accionantes, de manera que se le ordenó al señor Wilmer Quiceno Triana que rectificara las publicaciones efectuadas en su perfil de la red social de Facebook el 31 de mayo de 2018 y la compartida el 6 de febrero de 2019, que involucra los accionantes, en el sentido de indicar que los accionantes no han incurrido en delitos de falsedad en documento y precise que no son inquilinos pesadilla, ordenando a que en el mismo tiempo esas imputaciones deshonrosas sean borradas de su perfil, presentando al Despacho prueba de la rectificación y de sustraer de la red las imputaciones deshonrosas, por otro lado, el A Quo decidió negar la acción de amparo frente a la Plataforma Pereira en Vivo, principalmente por no haberlas encontrado en su búsqueda, como de ello se dejó constancia secretarial.
IMPUGNACIÓN:

En contra de la decisión de primer grado se alzaron dentro del término legalmente previsto los accionantes, quienes cuestionaron que no se haya proferido ninguna orden en contra del Portal Web Pereira en Vivo ni del señor Nelson Arbeláez. Aseveraron que en la cuenta de Instagram de la primera aún se evidencia la publicación del 1º de febrero de 2019 en la cual se escucha la voz del señor Arbeláez. Por ende pidieron que se modifique la decisión para que en su lugar se le ordene a Pereira en Vivo eliminar dicha publicación, y además ofrezca disculpas y se rectifique de lo dicho.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Acorde con los argumentos de disenso planteados por los recurrentes en el recurso de impugnación, la Sala se encuentra ante el deber de dilucidar si hay lugar a modificar la decisión de primera instancia, para hacer extensivas las órdenes allí dictadas al Portal de Noticias Virtual Pereira En Vivo y el señor Nelson Arbeláez.
3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Acorde con los postulados que orientan el principio de la limitación, el problema jurídico del presente asunto en esta instancia se circunscribe a la tesis de discrepancia señalada en el escrito de impugnación por los recurrentes, que gira en torno a establecer si debió en la sentencia de primer grado impartírsele alguna orden al Portal de Noticias Virtual Pereira En Vivo y al particular Nelson Arbeláez, con el fin de conjurar el menoscabo en los derechos fundamentales de los accionantes.  
Al respecto, sea lo primero decir que debido a la importancia e influencia que tienen los medios de comunicación masivos en la actualidad y lo fácil que es acceder a ellos, los mismos resultan ser piezas claves para el desarrollo de la opinión de los miembros de la comunidad y para el progreso de la sociedad; además, nuestra carta Magna señala en su artículo 86 que “La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”. De allí que el legislador, al desarrollar el mecanismo constitucional de la tutela, no pudiera ser indiferente a esa situación, y por ello hiciera referencia en el # 7º del Decreto 2591 de 1991 a la procedencia de la acción de tutela en contra de los medios de comunicación en calidad de particulares, cuando con ella se pretenda la rectificación de información inexacta o errónea divulgada a través de dichos caudales:
“La acción de tutela procederá contra acciones u omisiones de particulares en los siguientes casos:

7. Cuando se solicite rectificación de informaciones inexactas o erróneas. En este caso se deberá anexar la transcripción de la información o la copia de la publicación y de la rectificación solicitada que no fue publicada en condiciones que aseguren la eficacia de la misma.”

De igual manera, el artículo 20
 Superior estipuló en el inciso segundo la garantía de rectificación de la información en condiciones de equidad, constituyéndose esta figura en la herramienta diseñada para dirimir, en principio, los conflictos que surgen a partir del ejercicio de la libertad de la información, entre quien la emite y la persona o personas que se ven afectadas con la misma. 

Bajo esa óptica, resulta procedente la acción de tutela contra medios de comunicación, periodistas, y en general aquellos particulares frente a quienes el solicitante se encuentre en estado de indefensión, pero ello es viable siempre y cuando el accionado se niegue a corregir la noticia falsa o la información errónea que hayan dado, y con ello se esté afectando el buen nombre y la honra de una persona; sin embargo también se debe tener en cuenta la actividad desplegada por el afectado para solicitar la rectificación de la noticia dañosa. De allí que la Corte Constitucional haya fijado como requisito sine qua non para la procedencia del amparo tutelar una especie de condición de procedibilidad, en cuya virtud, quien acude a su reclamo haya agotado en primer lugar la fase de reclamo o solicitud de rectificación ante la entidad o persona demandada. 

De esa forma, en el evento en que se haya afectado el derecho al buen nombre o a la honra, el interesado deberá, previo a acudir a la acción de tutela, solicitar al medio responsable rectificar la información errónea, falsa o inexacta. Así lo ha sostenido el Alto Tribunal Vrg. en la Sentencia T-117 de 2018: 
“De igual manera, la Corte Constitucional ha señalado que la solicitud previa de rectificación como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la acción de tutela en estos casos parte de la presunción de buena fe del emisor del mensaje. Esto por cuanto se presume que los hechos que sustentan sus opiniones o informaciones son verificables y razonablemente contrastados. Sin embargo, la propia Corte ha reconocido que no es posible excluir “la posibilidad de que [el emisor] pueda caer en error”. Por esta razón, según la jurisprudencia constitucional, el requisito de la solicitud de rectificación previa “pretende dar al emisor de la información la oportunidad de contrastar y verificar por sí mismo si las aseveraciones de quien solicita la rectificación son ciertas o, por el contrario, si se mantiene en el contenido de la información por él difundida”
Bajo ese entendido, y a la luz de la jurisprudencia arriba transcrita se puede concluir que los accionantes sí cumplieron con el requisito inicial para la procedencia de la tutela, pues como se observa a folio 124 de la actuación, presentaron una solicitud de rectificación a la Plataforma Virtual de Pereira en Vivo. 
De igual manera, pudo evidenciar la Sala que le asiste la razón a los accionantes al afirmar que incluso al día de hoy 10 de marzo de 2020, aún se puede verificar la publicación cuestionada en la página de Instagram de Pereira en Vivo, la cual data del 1º de Febrero de 2019, veamos:
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pereiraenvivo #PereiraEnVivo #DenunciaCiudadana
0JO CON LAS ESTAFADORAS. ALQUILAN CASASY
SE APODERAN DE ELLAS. " Quisiera pedir su
colaboracion en relacion con el caso de una familia
estafadores que engafiaron y aprovecharon de la
buena fe de UNA sefiora, para arrendar su vivienda,
resulta que hace 5 meses se presentaron a arrendar
la vivienda la sefora Julieth Ximena Hurtado Pinilla,
le pago el depdsito y dijo que pagaria el resto del
arriendo al pasarse. Esta es la fecha y ni la policia a
logrado desalojar, el caso ya esta en Fiscalia, la mujer
sabe que el juzgado es la Unica que la puede sacar
porque esa mujer ha sido hasta candidata a la
gobernacion, tiene mds de 7 cargos por la misma
estafa y otros mas cargos por robo. el dia viernes a
las 730 pm se reunirdn los vecinos en la mz 8 frente a
d1 de altavista para hacer una protesta para rogar
que desalojen las autoridades a esa gente
indeseables. Tiene demandas por apropiarse de
vehiculos y por quedarse en las casas sin pagar
hasta que un juez no ordena su desalojo. PILAS, QUE
NO LE PASE A USTED. "

Ver los 41 comentarios
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De la anterior imagen, se desprende que en la aludida publicación, se hace mención a unas personas (que se observan en las imágenes de la misma), en contra de quienes se dirigen palabras desobligantes, difamatorias y subidas de tono, que incluso llegan a involucrar derechos de rango fundamental, como su buen nombre y honra, debido a que se les endilgan conductas que en la legislación penal constituyen un delito como la ESTAFA y el HURTO, reatos por los cuales hasta la fecha no existe una sanción o una declaratoria de responsabilidad penal en contra de dichos ciudadanos, de los cuales se pueda desprender que las afirmaciones allí consignadas en esa publicación constituyen una verdad o corresponden a la realidad.  
En ese orden de ideas, la Sala estima que el hecho de quien administra esta plataforma virtual denominada Pereira En Vivo, replique o permita que otros ciudadanos utilicen o se valgan de este medio que pretende ser informativo, para hacer ese tipo de señalamientos en contra de otras personas, sin que previamente se confronte la veracidad de la denuncia que se pretende hacer, aun cuando con la misma pueda denigrar abiertamente y sin mayor respaldo la integridad de una persona, es un actuar irresponsable y contrario a los postulados del periodismo serio e investigativo, y se hace esta afirmación porque si bien es cierto la plataforma o su director se libra de responsabilidad haciendo uso de las citas textuales, de las comillas, y expresando su no participación en lo allí escrito, lo cierto es que la plataforma tiene el dominio para elegir qué tipo de publicaciones permitir y posteriormente replicar en la misma, mírese que ni siquiera se deja abierta la posibilidad a los usuarios de consignar información por sus propios medios, sino que lo hacen a través del envío de mensajes directos al usuario de la plataforma.    

Entonces, para la Sala, el comportamiento asumido por la encartada es violatorio de las garantías de los accionantes, tan solo por el hecho de no escatimar en esfuerzos para demostrar de manera responsable, la veracidad de aquellas publicaciones que tienen el matiz de “denunciar” conductas que generan un impacto o reproche social, y que a su vez van formando eco entre los usuarios de la web, quienes difunden y replican por doquier y sin mayor temor ese tipo de hechos “noticiosos” muchas veces carentes de soporte. 
Y es que se reitera, no podemos desconocer la gran influencia que tienen los medios de comunicación y las redes sociales, no solo en la percepción que se crean unas personas frente a otras, sino que además se pueden generar graves repercusiones en los ámbitos personales, laborales y familiares de aquellos en contra de quienes se difunde una información tan gravosa como la allí consignada, además se considera bastante desfasado pretender fungir como “Juzgador civil”, y someter al escarnio público a unas personas en contra de quienes nada se conoce, ni prueba alguna se tiene de que en efecto hayan cometido algún delito. 
Por estas razones, a la Sala no le queda duda alguna con respecto a la necesidad de modificar la sentencia impugnada, con el fin de ordenarle a la Plataforma Virtual Pereira En Vivo que de manera inmediata proceda a eliminar la publicación que data del 1º de febrero de 2019, en la que se divulga información difamatoria y carente de soporte de los aquí accionantes, habiendo quebrantado con ello sus garantías fundamentales a la honra y buen nombre. 
Finalmente, frente a los reproches consignados por los recurrentes en contra del particular Nelson Arbeláez, la Sala no hará mayores elucubraciones, dado que no está acreditado que dicho ciudadano hubiese divulgado información equivocada o difamatoria en contra de los mismos, ni se puede aseverar por parte de la Sala que la voz de los videos corresponde a la de aquel, aunado a lo cual, por ser este un tema que escapa del aquí analizado, deberá ser la Fiscalía quien determine en su investigación si este ciudadano incurrió en injuria o calumnia en contra de los actores. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: ADICIONAR UN NUMERAL al fallo de tutela revisado, en el cual se habrá de ORDENAR AL PORTAL DE NOTICIAS VIRTUAL PEREIRA EN VIVO que de manera inmediata proceda a eliminar la publicación que data del 1º de febrero de 2019, en la que se divulga información difamatoria y carente de soporte de los aquí accionantes, habiendo quebrantado con ello sus garantías fundamentales a la honra y buen nombre. Además, en un término que no supere las 48 horas, deberá rectificar lo allí consignado, en el entendido de aclarar que al Periodista que la dirige NO LE CONSTA, que ninguno de los dichos consignados en la misma correspondan a la realidad.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� “Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad”. 
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